
FW: Caso Nº 12.576 - Norín Catrimán y Otros - Chile 

-----Original Message-----
From: Rivera, Leonor 
Sent: Tuesday, December 31, 2019 1:42 PM
To: tramite@corteidh.or.cr
Subject: Caso Nº 12.576 - Norín Catrimán y Otros - Chile

Sírvanse encontrar adjunta una comunicación de la Comisión sobre el caso de referencia.

Mucho apreciaremos la confirmación de recepción.

Atte.,
CIDH

Leonor<LRivera@oas.org>Rivera, 
mié 08/01/2020 13:49 

Para:Tramite <Tramite@corteidh.or.cr>; 

1 archivos adjuntos (992 KB)
sharp@oas.org_20191231_140130.pdf; 
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En cuanto a la obligación de brindar el tratamiento médico y psicológico o psiquiátrico, la 
Comisión valora la información aportada por el Estado. Sin perjuicio de lo anterior, identifica que la 
información sobre datos globales de 2018 aun estaría siendo consolidada y que no se contaría con 
información actualizada a 2019. Adicionalmente, identifica que si bien el Estado refiere que estaría cubriendo 
el acceso a servicios de la red pública de atención de salud, se identifica que en casos particulares el acceso a 
servicios como la "naturopatía" estarían operando bajo reembolso, lo cual implica que la víctima incurra en el 
gasto y que posteriormente le sea reintegrado el dinero. Adicionalmente, conforme a lo referido por los 
representantes de las presuntas víctimas, en algunos servicios de salud pública sería desconocido el acceso 
preferencial al servicio de salud, por lo que los beneficiarios de la medida en algunos casos habrían sufrido 
ciertas barreras para el acceso a los servicios. Además, se identifica que respecto de los familiares de las 
víctimas, a quienes se habría extendido la reparación en materia de salud, los representantes de las presuntas 
víctimas refieren que el plan del Estado se implementó solo en la Araucanía y Cañete, pero no en otras 
regiones donde residirían familiares de las víctimas, lo que les impediría acceder a los servicios de salud. 
Finalmente, la CIDH identifica que el programa PRILONCOS se brinda en los servicios de salud ya existentes, 
pero no se identifica la generación de un plan particular que brinde acceso inmediato para las víctimas del 
caso. 

Sobre este aspecto, la CIDH reitera, como ha referido previamente, que el Estado debe demostrar la 
manera en que los servicios se realizan de manera diferenciada, individualizada, preferencial, integral, y a 
través de instituciones y personal especializado. Por lo anterior, resalta la importancia de que el Estado 
adopte las medidas necesarias para garantizar que los servicios de salud cumplan con dichos parámetros, con 
la finalidad de que en el acceso a la prestación del servicio las víctimas no experimentes barreras como el 
tener que costear el servicio para poder acceder al mismo aunque posteriormente opere un reembolso del 
gasto. Asimismo, es importante que el Estado aporte información actualizada y detallada sobre este aspecto, y 
que la cobertura se otorgue en los lugares en que las víctimas o demás beneficiarios a los cuales el Estado hizo 
extensible la medida residan, a efectos de garantizar el acceso a los tratamientos y servicios. 

En cuanto a la obligación de otorgar becas de estudio en instituciones públicas chilenas a los 
hijos de las víctimas, la Comisión toma nota de lo referido por los representantes de las víctimas, en el 
sentido de que el Estado no menciona en los listados de beneficiarios contenidos en las tablas No. 14 y 15 de 
su escrito de observaciones de supervisión de cumplimiento de sentencia, a los familiares de Pascual Pinchun, 
pese a que estarían contemplados por lo dispuesto en el punto resolutivo décimo noveno de la sentencia de la 
Corte. La CIDH considera que es importante que el Estado aporte información sobre este aspecto. Asimismo, 
identifica que tal como señalan los representantes de las víctimas, la modalidad de pago retroactivo es 
problemática, toda vez que depende de que las familias tengan recursos suficientes para realizar gastos en los 
que eventualmente no estarían en condición de incurrir, imponiéndoles una carga que corresponde al Estado 
asumir. Por lo anterior, la Comisión reitera la importancia de que el Estado garantice las partidas 
presupuestales y la entrega efectiva y previsible de los montos de las becas. 

En cuanto a la regulación de la medida procesal de protección de testigos relativa a la reserva 
de identidad, la Comisión reitera sus observaciones previamente remitidas sobre este aspecto. 

Aprovecho la oportunidad para saludar a usted muy atentamente, 

Marisol Blanchard 
Secretaria Ejecutiva Adjunta 
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